El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DECISIÓN SOBRE SOLICITUD DE PENSIÓN DE INVALIDEZ FRENTE A DOS ENTIDADES QUE ALEGAN NO ESTAR OBLIGADAS / DEBE RESOLVER LA ÚLTIMA ENTIDAD A LA QUE ESTUVO AFILIADO EL ACCIONANTE.
… es preciso indicar que el citado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. (…)
… en este caso se lesionó el derecho de petición del accionante, por las razones que a continuación se exponen.

Colpensiones y la Secretaría Departamental de Educación de Risaralda, esta con sustento en el concepto emitido por la Fiduprevisora, alegaron que carecen de competencia para pronunciarse sobre el reconocimiento de la pensión de invalidez. La primera, porque para el momento de la estructuración, el demandante no aportaba a ese fondo de pensiones y en razón a que la última cotización, antes de esa fecha, se hizo al Fondo de Prestaciones del Magisterio; la segunda, entidad encargada de administrar los recursos de ese fondo, porque para la fecha del dictamen y de la estructuración de la invalidez, el peticionario ya se encontraba retirado de su cargo como docente.

Ese tipo de controversia ha sido analizado de manera reiterada por la Corte Constitucional. (…)
… se encuentra acreditado que el accionante hizo aportes al Fondo de Prestaciones del Magisterio hasta el 2 de agosto de 2015, fecha de su retiro del cargo de docente, y que con posterioridad, concretamente desde el 1º de enero de 2016 y hasta el 30 de noviembre de 2017, cotizó al Sistema General de Pensiones que ofrece Colpensiones; es decir, fue esta la última entidad a la que estuvo afiliado y por tanto es la responsable de pronunciarse de fondo sobre la reclamación pensional tantas veces referida.
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Acta No. 209 del 24 de mayo de 2019

Expediente No. 66001-31-18-001-2019-00028-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el pasado 8 de abril, en la acción de tutela que el señor Johnson Eduardo Ortiz Parra instauró contra el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la Gobernación y la Secretaría de Educación de Risaralda, a la que fueron vinculadas la Gerencia de Determinación de Derechos, las Direcciones de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y la Subdirección de Determinación IX de Colpensiones y la Fiduprevisora. 
ANTECEDENTES

1. Relató la apoderada del actor los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 El accionante, quien cuenta con 66 años, fue diagnosticado con diabetes mellitus no insulinodependiente, disfonía, reflujo gástrico sin esofagitis, trastorno de pánico, trastorno mental no especificado y trombocitopenia.
1.2 El citado señor ha desempeñado diferentes cargos entre los cuales se encuentra el de docente, para el cual fue nombrado en provisionalidad por la Secretaría Departamental de Educación de Risaralda; este lo realizó al servicio de establecimientos educativos de los municipios de La Celia y Balboa, en su orden, del 29 de octubre de 2010 al 28 de febrero de 2011 y del 21 de febrero de 2012 a agosto de 2015.

1.3 Para el año 2015 se encontraba afiliado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y a Comistet. Esta última entidad, a la que acudió para que definiera su situación médico laboral, profirió dictamen No. 001 de 2015 por medio del cual lo calificó con una pérdida de la capacidad laboral del 54,7%, de origen común y estructurada el 19 de agosto de 2015. Con ocasión al recurso que formuló en contra de esa decisión, la Junta Regional de Invalidez resolvió incrementar el mencionado porcentaje a 57,83; este dictamen se encuentra en firme.
1.4 En el mes de agosto de 2015 fue desvinculado del cargo de docente, debido al nombramiento en propiedad de quien superó el concurso de méritos. 
1.5 Luego de su retiro, el 15 de diciembre de ese año, realizó aportes a Colpensiones, en calidad de independiente. De igual manera, las cotizaciones anteriores a la fecha de estructuración se pagaron al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio.
1.6 Teniendo en cuenta que para la fecha en que quedó ejecutoriado el dictamen de la Junta Regional de Invalidez, el actor se encontraba afiliado al régimen de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones, el 27 de abril de 2017 solicitó a esa entidad reconocer su pensión de invalidez. Por Resolución SUB 100718 del 15 de junio siguiente, la mencionada entidad decidió negar esa petición con sustento en que para la fecha de estructuración, el asegurado no estaba afiliado a ese régimen y que la última cotización, que se remonta al 2 de agosto de 2015, fue realizada al Fondo de Prestaciones del Magisterio, razón por la cual carece competencia para definir el asunto.

1.7 Contra esa resolución interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, empero se mantuvo incólume.
1.8 Teniendo en cuenta que la Fiduprevisora, entidad a la cual se remitió el asunto, guardó silencio, el 25 de octubre de 2017 formuló solicitud a efecto de obtener el reconocimiento de la citada prestación. Sin embargo, esa autoridad también la negó, ya que según Decreto 2831 de 2005, las Secretarías de Educación son las encargadas de recibir, radicar, estudiar, liquidar las prestaciones económicas y proyectar el acto administrativo que resuelva lo correspondiente, para luego remitirlo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

1.9 El 15 de agosto de 2018 formuló ante la Secretaría de Educación de la Gobernación de Risaralda solicitud dirigida a obtener se conceda la pensión de invalidez; sin embargo, a la fecha y luego de transcurrido el término de cuatro meses concedido para efecto de resolver sobre esas cuestiones, no ha obtenido respuesta alguna.
1.10 El accionante carece de ingresos, pues no recibe pago alguno por concepto de incapacidades y debido a sus enfermedades está impedido para ejercer su profesión, al punto de que se encuentra afiliado al régimen subsidiado de salud. Además, aunque ha podido subsistir gracias al apoyo de uno de sus hijos, este se encuentra desempleado, motivo por el cual no solo se afecta su situación económica, sino que existen “periodos… sin afiliación al sistema general de salud”. 
1.11 El actor acredita 158,86 semanas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración, razón por la cual cumple los requisitos para acceder a la citada pensión. 
2. Considera lesionados los derechos de petición, debido proceso, mínimo vital, dignidad y seguridad social. Para su protección solicita se ordene: a) a la Secretaría de Educación de la Gobernación de Risaralda, por intermedio del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, reconocer la pensión de invalidez; b) a la Fiduprevisora, incluir en nómina esa prestación, a partir de la fecha de estructuración y c) a aquellas entidades resolver de fondo la solicitud presentada el 15 de agosto 2018.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 26 de marzo se admitió la acción y se ordenó vincular a la Gerencia de Determinación de Derechos, a las Direcciones de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y a la Subdirección de Determinación IX de Colpensiones y a la Fiduprevisora.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Secretaria de Educación Departamental de Risaralda señaló que con ocasión a la reclamación pensional del actor, se procedió a adelantar las gestiones necesarias para sustanciar los soportes correspondientes para ser enviados a la Fiduprevisora. Esta entidad, mediante hoja de revisión No. 2018-PENS-636065, negó la prestación al verificar que para la fecha del dictamen y de la estructuración, el accionante ya se había retirado de su labor como docente. Esta decisión, que resuelve el fondo del asunto, se encuentra en etapa de notificación y contra ella procede el recurso de reposición.
2.2 La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones informó que mediante Resolución SUB 100718 del 15 de junio de 2017 se indicaron las razones por las cuales esa entidad no es la competente para resolver la solicitud pensional del accionante; este acto administrativo fue confirmado en la vía gubernativa. Agregó que en este caso se encuentra acreditado que para la fecha de estructuración, el actor no tenía cotizaciones vigentes y que el último aporte lo realizó a la Fiduprevisora, entidad que, en consecuencia, es la encargada de resolver la cuestión, de conformidad con el Decreto 3995 de 2008.
2.3 Las demás entidades guardaron silencio.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 8 de abril último, en la que se declaró improcedente el amparo.
Para así decidir, el funcionario de primera instancia consideró que en este caso se plantea una controversia de tipo legal que debe ser resuelta por la jurisdicción ordinaria, en la cual se definirá cuál de las entidades accionadas debe reconocer la pensión del actor, más aún si se tiene en cuenta que no está acreditado un perjuicio irremediable, que haría procedente el amparo de forma excepcional, pues según la demanda, al citado señor le garantiza su subsistencia uno de sus hijos. Además, el dictamen de pérdida de la capacidad laboral quedó en firme desde el año 2015, es decir que dejó transcurrir un término considerable para ejercer las acciones legales; los actos administrativos que resolvieron su reclamación pensional se profirieron en el 2017 y los dictados por la Secretaría Departamental de Educación y por la Fiduprevisora ni siquiera fueron recurridos en la vía administrativa.
Frente a la pretensión dirigida a obtener la tutela del derecho de petición, dijo que el citado ente territorial ya había resuelto sobre la solicitud pensional del accionante, decisión que fue notificada el 28 de marzo pasado.
4. Inconforme con esa decisión, la apoderada del accionante la impugnó. Adujo que su poderdante cumple los requisitos establecidos en la Ley 100 de 1993 para acceder a la pensión de invalidez ya que fue calificado con una pérdida de la capacidad laboral superior al 50% y dentro de los tres años anteriores al 19 de agosto de 2015, fecha de la estructuración, cuenta con más de 50 semanas cotizadas. Por tanto, la Secretaría de Educación accionada vulneró sus derechos al negar la concesión de esa prestación, sin tener en cuenta, además, la condición de debilidad manifiesta en que se encuentra, pues debido a su estado de salud no puede satisfacer sus necesidades básicas. Frente a la decisión del funcionario de primera instancia, señaló que acudir a la jurisdicción ordinaria en este caso implicaría aguardar a la decisión correspondiente, la que puede tardar años, lo que no se compadece con el estado de necesidad del demandante. Así mismo, el hecho de que en la actualidad el citado señor dependa económicamente de uno de sus hijos no implica que se encuentre exento de estar ante un perjuicio irremediable, ya que su hijo “tiene sus propias obligaciones y no le ha quedado más remedio que en vista de la situación de su padre, tenderle la mano, no significando esto que esta situación pueda ser prolongada en el tiempo, aún más si se tiene en cuenta la condición de salud mental de mi poderdante que se ve agravada por el hecho de ser sostenido económicamente por su hijo”.
Solicita se revoque la sentencia recurrida y se acceda a las pretensiones de la demanda.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si: a) procede la acción de tutela para ordenar a las entidades accionadas reconocer la pensión de invalidez del accionante y b) esas autoridades lesionaron el derecho de petición de que es titular el actor, al no resolver de fondo la reclamación que elevó para obtener aquella prestación.
3. Para empezar por esto último, es preciso indicar que el citado derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La Corte Constitucional, en relación con el derecho de petición para resolver reclamaciones de reconocimiento pensional, ha dicho:

“Con respecto a este derecho, esta Corporación ha establecido que el núcleo esencial del derecho de petición está conformado por cuatro elementos, a saber: (i) la posibilidad de presentar de manera respetuosa solicitudes ante las autoridades, “sin que estas se nieguen a recibirlas o tramitarlas”; (ii) la potestad de obtener una respuesta pronta y oportuna dentro del término legal; (iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de forma clara, precisa y adecuada; y (iv) el derecho a que la respuesta sea puesta en conocimiento del interesado oficiosamente.

Así mismo, este Tribunal constitucional en reiterada jurisprudencia
 ha determinado que las empresas encargadas de garantizar el acceso a la pensión tienen el deber de responder las peticiones de reconocimiento pensional según los siguientes criterios: 


“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional-incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

“(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal; 

 “(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.

 
“Cualquier desconocimiento injustificado de dichos plazos legales, en cualquiera de las hipótesis señaladas, acarrea la vulneración del derecho fundamental de petición. Además, el incumplimiento de los plazos de 4 y 6 meses respectivamente amenaza la vulneración del derecho a la seguridad social.”  

4. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 2 de agosto de 2015 el señor Johnson Eduardo Ortiz Parra fue desvinculado del cargo de docente, que desempeñaba al servicio de la Institución Educativa SP Antonio Nariño de Balboa, por causa de la “terminación provisionalidad”
. 

4.2 Según su reporte de semanas, cotizó a Colpensiones, de forma intermitentemente, desde el 11 de septiembre de 1974 al 30 de abril de 2010 y del 1º de enero de 2016 al 30 de noviembre de 2017. Además, cuenta con tiempos públicos no cotizados a Colpensiones, también de manera discontinua, desde el 1º de noviembre de 1990 al 2 de agosto de 2015
. 
4.3 En dictamen del 28 de noviembre de 2016 la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda determinó en un 57,83% la pérdida de la capacidad laboral del actor, con fecha de estructuración del 19 de agosto de 2015
.
4.4 Mediante Resolución SUB 100718 del 15 de junio de 2017, la Subdirectora de Determinación IX de Colpensiones decidió negar la solicitud elevada por el actor el 27 de abril de ese año, en aras de obtener el reconocimiento de su pensión de vejez, porque según  concepto jurídico del 25 de noviembre de 2014, expedido por la General Nacional de Doctrina de esa entidad, si el siniestro que causa la invalidez ocurrió antes de que produzca efectos el traslado del afiliado al nuevo fondo de pensiones, la responsabilidad de la prestación económica radica en la autoridad de la cual se retiró el afiliado. En este caso, el 19 de agosto de 2015 fue la fecha en que se determinó la estructuración del asegurado y para ese momento este no aportaba cotizaciones a Colpensiones y el último aporte realizado se remonta al 2 del citado mes, “con el fondo de prestaciones de conformidad con la información contenida en el certificado de información laboral… emitido por el Departamento de Risaralda”, motivo por el cual carece competencia para definir el asunto. Además, ordenó remitir copia de ese acto administrativo al Fondo de Prestaciones del Magisterio
. 
4.5 Esa decisión fue confirmada por aquella funcionaria
 y por el Director de Prestaciones Económicas de Colpensiones
, quienes, en su orden y mediante Resoluciones SUB 188328 del 6 de septiembre de 2017 y 15704 del 18 siguiente, resolvieron los recursos de reposición y apelación formulados por el accionante.
4.6 El 15 de agosto de 2018 el demandante solicitó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda reconocer aquella prestación
. 

4.7 Por Resolución No. 3034 del 14 de diciembre último, la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda resolvió negar dicha pensión con sustento en que luego de realizados los trámites que son de su competencia, esto es la revisión de documentos, la sustanciación, liquidación y proyección del acto administrativo, se remitió el expediente a la Fiduprevisora SA, entidad competente de dar el visto bueno a la prestación económica, esta señaló que “no procede la revisión de la pensión de invalidez toda vez que luego de verificar en base se evidencia que el docente fue retirado del servicio el día 02-08-2015, sin embargo presenta fecha de dictamen 21-10-2015 y estructuración de la invalidez 19-08-2015, ambas con posterioridad al retiro, motivo por el cual se envía sin visto bueno teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 el cual indica que tendrá derecho a la pensión de invalidez todo afiliado al sistema que haya sido declarado inválido”
.
5. Surge de esas pruebas que en este caso se lesionó el derecho de petición del accionante, por las razones que a continuación se exponen.
Colpensiones y la Secretaría Departamental de Educación de Risaralda, esta con sustento en el concepto emitido por la Fiduprevisora, alegaron que carecen de competencia para pronunciarse sobre el reconocimiento de la pensión de invalidez. La primera, porque para el momento de la estructuración, el demandante no aportaba a ese fondo de pensiones y en razón a que la última cotización, antes de esa fecha, se hizo al Fondo de Prestaciones del Magisterio; la segunda, entidad encargada de administrar los recursos de ese fondo, porque para la fecha del dictamen y de la estructuración de la invalidez, el peticionario ya se encontraba retirado de su cargo como docente.
Ese tipo de controversia ha sido analizado de manera reiterada por la Corte Constitucional. En reciente pronunciamiento, en el cual se debatió cuestión similar a la ahora propuesta, esa Corporación expresó
:
“4.5. Para el caso de la pensión de invalidez, es factible que una vez se produce el siniestro que causa la invalidez del afiliado, se presenten dudas acerca de cuál de los dos fondos accionados está llamado a garantizar la protección de dicho siniestro. Ante esta posible situación de desamparo en el que queda el trabajador, el artículo 42 del Decreto 1406 de 1999, “por el cual se adoptan unas disposiciones reglamentarias de la Ley 100 de 1993…” -compilado en el artículo 3.2.1.12 del Decreto Único Reglamentario 780 de 2016-, dispuso los efectos que dichos traslados producen, determinando hasta cuando responde por la contingencia el fondo del cual se traslada el trabajador y a partir de qué momento el siniestro es amparado por el fondo receptor del traslado
.

Al respecto, el artículo citado establece que:

“el traslado de entidad administradora producirá efectos sólo a partir del primer día calendario del segundo mes siguiente a la fecha de presentación de la solicitud del traslado efectuada por el afiliado ante la nueva entidad administradora”.

Por lo tanto, se entiende que las contingencias que ocurran posterior a la solicitud de cambio de Fondo y con anterioridad a la efectividad del traslado deben ser cubiertas por el antigua Fondo “hasta el día anterior a aquél en que surjan las obligaciones para la nueva entidad”
.

4.6. De acuerdo con la normativa en mención, cobra gran importancia la fecha en que se hace efectivo el traslado como un elemento determinador del Fondo de Pensiones a la que le corresponde asumir el reconocimiento de la prestación pensional, lo que garantizará una continua protección del riesgo de invalidez, incluso cuando ésta se haya presentado durante el proceso de traslado entre administradoras de fondos de pensiones.

…
5.1. De conformidad con la sentencia T-681 de 2017
, que acoge el referente constitucional, se tiene que:

“Los conflictos entre distintas administradoras de fondos de pensiones, sobre quien debe asumir el respectivo reconocimiento y pago de las prestaciones pensionales, no puede ser trasladada al titular del derecho, mucho menos, cuando, (i) no está en duda la titularidad del derecho, (ii) el titular es un sujeto de especial protección constitucional; y (iii) depende del pago de la pensión, para satisfacer su mínimo vital y el de su familia”

5.2. Entonces, no se admite bajo ninguna circunstancia que, en cumplimiento del principio de legalidad y de algunas otras cargas empresariales o institucionales, se traslade al afiliado la incertidumbre sobre la responsabilidad y la definición de trámites administrativos tendientes al reconocimiento y pago de las prestaciones pensionales reclamadas por el titular del derecho.
 
 … 

6.1. En el caso objeto de estudio, el accionante promovió la acción de la referencia, para solicitar la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la seguridad social, por cuanto Colpensiones le negó el reconocimiento de la pensión de invalidez; quien alegó que Porvenir es la entidad encargada de reconocer y pagar dicha prestación, ya que para la fecha de estructuración de la invalidez, estaba afiliado a ese fondo…
6.2. En igual sentido, se encuentra plenamente demostrado que el accionante había pedido traslado de su Fondo de Pensiones Porvenir a Colpensiones el 11 de junio de 2015
, traslado que se hizo efectivo el 01 de agosto de 2015, siendo evidente que Colpensiones es la última entidad a la que el actor, efectivamente estuvo afiliado.

6.3. De la misma manera consta, que el actor encontrándose afiliado válidamente a Colpensiones, al 1º de junio de 2017, la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Magdalena le atribuyó una invalidez de un 53.31%...
… En efecto, Colpensiones reconoce que el peticionario es titular del derecho pensional pretendido, de manera cierta e indiscutible y aun así se rehusó a su pago, porque entre ella y Porvenir S.A. existe una controversia respecto de cuál es la obligada a financiarla.

6.6. Este argumento no legítima el dilatar o negar el reconocimiento de la pensión de invalidez; menos en este caso, en la medida en que el accionante no está en capacidad de trabajar y depende exclusivamente de la pensión, no solo para satisfacer su mínimo vital y el de su familia, sino también para seguir realizando sus aportes a salud y de esta manera, recibir a tiempo el tratamiento que requiere.

 
6.7. Ahora bien, para esta Sala de Revisión, la aparente controversia respecto de cuál es la entidad legalmente obligada a reconocer y pagar la pensión del accionante, está superada en la medida en que Colpensiones es la última entidad a la que se encuentra afiliado el actor…” (Subrayas fuera del texto original)
 
Así entonces, se encuentra acreditado que el accionante hizo aportes al Fondo de Prestaciones del Magisterio hasta el 2 de agosto de 2015, fecha de su retiro del cargo de docente, y que con posterioridad, concretamente desde el 1º de enero de 2016 y hasta el 30 de noviembre de 2017, cotizó al Sistema General de Pensiones que ofrece Colpensiones; es decir, fue esta la última entidad a la que estuvo afiliado y por tanto es la responsable de pronunciarse de fondo sobre la reclamación pensional tantas veces referida.

Empero, evadió su obligación al declararse incompetente para ese fin bajo el argumento injustificado de que para la fecha de estructuración de la invalidez, determinada el 19 de agosto de 2015, el afiliado no tenía aportes registrados en esa administradora de pensiones, a pesar de que, de conformidad con el precedente constitucional, ese momento no es el referente a tener en cuenta para establecer la entidad encargada del reconocimiento pensional, motivo por el cual, la respuesta que suministró a la solicitud del actor incumple los requisitos jurisprudenciales establecidos, específicamente el que determina que la contestación del derecho de petición debe ser de fondo, clara, precisa y adecuada. 
Por tanto, se revocará la sentencia impugnada y en consecuencia, se concederá el amparo al derecho de petición. 
6. En este punto es válido precisar que si bien la pretensión principal del accionante es obtener que por este medio se le concediera la pensión de invalidez, la Sala no accederá a ello en razón a que mientras la entidad competente para hacerlo no emita un pronunciamiento al respecto, al juez de tutela le está vedado pronunciarse sobre el reconocimiento de esa prestación y por ende, lo procedente, tal como se hace ahora, es impartir la orden para que lo hiciera, con el objeto de proteger el derecho de petición a la accionante.
En asunto similar al que ahora se decide, dijo la Corte Constitucional:

“Las accionantes estimaron en su demanda como vulnerados por el Fondo de Pensiones y Cesantías Santander S.A., los derechos fundamentales a la vida y al libre desarrollo de la personalidad. Sin embargo, del análisis de los presupuestos de hecho antes reseñados se concluye que la controversia jurídica versa sobre la omisión en la que incurrió la entidad accionada en dar respuesta a la solicitud realizada por las accionantes dirigida a obtener el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes por la muerte del señor Edgardo Enrique de la Hoz Fierro, esposo de la señora Yadelis Oyola Gutiérrez y padre de los menores Yuranis de la Hoz Oyola, Doris Yadira de la Hoz Martínez y Édgar Andrés de la Hoz Martínez, situación que hace ineludible el estudio de la posible vulneración del derecho fundamental de petición, que no fue invocado en el escrito de tutela. 

“La controversia que plantea el presente caso, acerca de la definición de la titularidad y reconocimiento de una pensión ante la administración, constituye en principio un asunto ajeno al ámbito de la jurisdicción constitucional en sede de tutela, por la naturaleza puramente legal de estas pretensiones. No obstante, en casos como el presente, es necesario que el juez de tutela verifique si el derecho de petición ha sido satisfecho en debida forma, de manera que comprenda y resuelva el fondo de lo solicitado, y haga efectivo el núcleo esencial de tal garantía…”
. (Resaltado ajeno al texto original).
7. Así las cosas para proteger el derecho lesionado, se dejará sin efecto la resolución No. DIR 15704 del 18 de septiembre de 2017, expedida por el Director de Prestaciones Económicas de Colpensiones y se le ordenará a ese funcionario que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie de fondo sobre la solicitud de reconocimiento pensional presentada por el actor el 27 de abril de 2017.
8. Se negará la tutela respecto de la pretensión dirigida a otorgar esa prestación y frente a las otras autoridades intervinientes, porque solo el Director de Prestaciones Económicas de Colpensiones tiene en la actualidad competencia para pronunciarse sobre la referida prestación, pues fue ella, con motivo del recurso de apelación interpuesto en la vía administrativa, quien adoptó la decisión definitiva de confirmar la resolución de la Subdirectora de Determinación IX que declaró la falta de competencia de esa entidad para resolver sobre el asunto.
Por lo expuesto, la Sala 1º de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 8 de abril último, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Johnson Eduardo Ortiz Parra contra el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la Gobernación y la Secretaría de Educación de Risaralda, a la que se ordenó vincular a la Gerencia de Determinación de Derechos, a las Direcciones de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales y a la Subdirección de Determinación IX de Colpensiones y a la Fiduprevisora.
SEGUNDO: Conceder el amparo solicitado para proteger el derecho de petición de que es titular el demandante.

TERCERO: Se deja sin efecto la Resolución DIR 15704 del 18 de septiembre de 2017, expedida por el Director de Prestaciones Económicas de Colpensiones y se ordena a ese funcionario que en el término de cuarenta y ocho horas contadas a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, se pronuncie de fondo sobre la solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez presentada por el actor el 27 de abril de 2017.

CUARTO: Se niegan las demás pretensiones de la demanda, así como la tutela contra el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la Fiduprevisora, la Gobernación y la Secretaría de Educación de Risaralda, la Gerencia de Determinación de Derechos, la Dirección de Acciones Constitucionales y la Subdirección de Determinación IX de Colpensiones.
QUINTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE




DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Ver Sentencias T-208 de 2012 , T-411 de 2010 y T-173 de 2013 


� Ver Sentencias SU-97 de 2003 , T-081 de 2007 , T-1128 de 2008 y T-41 de 2010 


� Ver Sentencias SU-975 de 20013 y T-208 de 2012 


� Folio 11


� Folios 36 a 41


� Folios 16 a 21


� Folios 81 a 83


� Folios 78 a 80


� Folios 76 y 77


� Folios 49 a 57


� Folios 86 y 87


� Sentencia T-013 de 2019, M.P. Cristina Pardo Schlesinger


� Ver sentencia T-672 de 2016, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Ibídem.


� M.P. Cristina Pardo Schlesinger.


� Ver sentencia T-801 de 2011, M.P: María Victoria Calle Correa.


� Folio 65 del cuaderno 1 del expediente.


� Sentencia T-51 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.
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